Radicación: 66001-31-09-003-2020-00008-01

Accionante: Fernando Marín Toro
Accionado: Ministerio de Trabajo

Decisión: Revoca y tutela petición


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / SOLICITUD DE PRESTACIÓN HUMANA PERIÓDICA / ANTE EL MINISTERIO DEL TRABAJO / TÉRMINO LEGAL PARA RESOLVER / SE CONCEDE EL AMPARO.
El artículo 23 Superior establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", lo cual es concordante con el ejercicio de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva…
… la parte accionante pretende que se le dé una respuesta de fondo con respecto al recurso de reposición y en subsidio de apelación promovidos en contra del acto administrativo por medio del cual el Ministerio de Trabajo le negó el reconocimiento de una Prestación Humana Periódica.  

Teniendo en cuenta lo anterior, es pertinente remitirnos a lo estipulado en los artículos 79 y 80 de la Ley 1437 de 2011: 

“ARTÍCULO 79. TRÁMITE DE LOS RECURSOS Y PRUEBAS. Los recursos se tramitarán en el efecto suspensivo.

“Los recursos de reposición y de apelación deberán resolverse de plano, a no ser que al interponerlos se haya solicitado la práctica de pruebas, o que el funcionario que ha de decidir el recurso considere necesario decretarlas de oficio”…

“ARTÍCULO 80. DECISIÓN DE LOS RECURSOS. Vencido el período probatorio, si a ello hubiere lugar, y sin necesidad de acto que así lo declare, deberá proferirse la decisión motivada que resuelva el recurso”. (…)
… considera la Corporación que no existe una excusa válida para desbordar los términos de solución de dichos asuntos, mucho menos cuando hay una persona en calidad de víctima, que además padece una condición de discapacidad, esperando que por fin se defina una situación que es de vital importancia para él, por estar reclamando precisamente un subsidio estatal para su supervivencia.
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Aprobado por Acta No. 245 
	Radicación:
	66001-31-09-003-2020-00008-01

	Accionante:   
	FERNANDO MARÍN TORO

	Accionado:
	Ministerio de Trabajo

	Procedencia:
	Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira

	Decisión: 
	Revoca y tutela petición


ASUNTO:
Procede la Sala a pronunciarse en torno a la impugnación interpuesta por el señor FERNANDO MARÍN TORO, contra el fallo proferido por el Juzgado 3º Penal del Circuito de esta ciudad el 3 de febrero de 2020, mediante el cual decidió negar la solicitud de amparo constitucional deprecada por el recurrente en contra del MINISTERIO DE TRABAJO.
ANTECEDENTES:
Narró el accionante que el día 8 de octubre de 2019 presentó ante el Ministerio de Trabajo un recurso de reposición, y en subsidio de apelación, en contra de la Resolución #3556 del 18 de septiembre de 2019, mediante la cual se le negó una prestación humanitaria periódica como víctima del conflicto armado. 
Habiendo transcurrido más de tres meses desde la presentación de los recursos, no se había emitido por parte de esa Cartera Ministerial ningún pronunciamiento relacionado con dichos recursos. 

PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos narrados atrás, el accionante pidió que se tutele su derecho fundamental de petición, y en consecuencia se le ordene al Ministerio de Trabajo que le dé respuesta clara, precisa y de fondo al recurso presentado en las calendas del 8 de octubre de 2019. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
· Admisión: 

El Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 21 de enero de 2020 y ordenó la notificación y traslado del libelo petitorio al Ministerio de Trabajo. 

Posteriormente vinculó a la Fiduprevisora S.A., con el fin de que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción.
· Intervenciones:

Dentro del término de traslado se pronunciaron ambas entidades en los siguientes términos: 
La Asesora de la oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Trabajo manifestó que esa Cartera Ministerial está atravesando una congestión relacionada con la expedición del Decreto 600 de 2017, que deja en cabeza del Ministerio el reconocimiento de las prestaciones humanas periódicas, por haber recibido más de 500 solicitudes desde entonces, por dicha razón se ha generado un retraso para la evacuación oportuna de las solicitudes.

También indicó que el 13 de enero hogaño recibió de la Fiduagraria el expediente con los proyectos de actos administrativos que resuelven los recursos del accionante, dado que es esa entidad la encargada de su estudio, elaboración y sustanciación. 
La apoderada judicial de La Fiduagraria S.A sostuvo que es el Ministerio de trabajo el encargado de reconocer la prestación humanitaria periódica para las víctimas del conflicto armado. Que esa Fiduciaria se encarga de sustanciar y elaborar el proyecto de acto administrativo de reconocimiento de la prestación, así como de la resolución de los recursos para que posteriormente la Subdirección de Subsidios Pensionales, Servicios Sociales Complementarios y Otras Prestaciones del Ministerio de Trabajo y la Dirección de Pensiones y Otras Prestaciones procedan con su revisión, firma y notificación. 

Por lo anterior, esa Fiduciaria realizó el proyecto de sustanciación y elaboración de los proyectos de acto administrativo que resuelven los recursos interpuestos por el señor Marín Toro, en contra de la Resolución por medio de la cual se decidió su solicitud de reconocimiento de la prestación humanitaria periódica, remitiéndolo al Ministerio el 22 de enero de 2020.  
· Sentencia: 

Una vez analizado el contenido fáctico de la solicitud, el Despacho de conocimiento decidió abstenerse de conceder la solicitud de amparo constitucional, al precisar que el trámite de resolución de los recursos de encuentra en trámite, y que conceder sus pretensiones implicaría vulnerar los derechos de quienes se encuentran en igual condición que él.
IMPUGNACIÓN:
Una vez enterado de la decisión, y encontrándose dentro del término, el accionante presentó un escrito mediante el cual la impugnó. Señaló que el Despacho al momento de resolver únicamente se basó en la respuesta de la entidad accionada donde manifiestan que su trámite se encuentra en curso, cosa que para el A Quo fue suficiente para concluir que no había vulneración a sus derechos fundamentales. 
Sin embargo, resaltó que él es una persona en situación de discapacidad, con un porcentaje de invalidez de 94.90%, que sufre cuadriparesia, desnutrición proteico-calórica, por lo que no se puede descargar en él una responsabilidad meramente administrativa de falta de recursos para su correcta operabilidad. 
Por último enfatizó que los términos para que la accionada resolviera sus recursos se encuentran ampliamente vencidos. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la entidad accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante, de manera que deba revocarse el fallo de primer grado, o si por el contrario le asistió razón al Juez A Quo al negar las pretensiones formuladas en la tutela. 

· Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. 

Según el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, la acción de tutela es un instrumento confiado a los Jueces para brindar a quien la reclama, la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido quebrantados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en nuestra Carta Magna. 

El artículo 23 Superior establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", lo cual es concordante con el ejercicio de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva. En ese orden de ideas, y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante
, y finalmente que la misma sea efectivamente puesta en conocimiento del reclamante.

En el caso que ocupa la atención de la Colegiatura, la parte accionante pretende que se le dé una respuesta de fondo con respecto al recurso de reposición y en subsidio de apelación promovidos en contra del acto administrativo por medio del cual el Ministerio de Trabajo le negó el reconocimiento de una Prestación Humana Periódica.  

Teniendo en cuenta lo anterior, es pertinente remitirnos a lo estipulado en los artículos 79 y 80 de la Ley 1437 de 2011: 

“ARTÍCULO 79. TRÁMITE DE LOS RECURSOS Y PRUEBAS. Los recursos se tramitarán en el efecto suspensivo.

Los recursos de reposición y de apelación deberán resolverse de plano, a no ser que al interponerlos se haya solicitado la práctica de pruebas, o que el funcionario que ha de decidir el recurso considere necesario decretarlas de oficio.

Cuando con un recurso se presenten pruebas, si se trata de un trámite en el que interviene más de una parte, deberá darse traslado a las demás por el término de cinco (5) días.

Cuando sea del caso practicar pruebas, se señalará para ello un término no mayor de treinta (30) días. Los términos inferiores podrán prorrogarse por una sola vez, sin que con la prórroga el término exceda de treinta (30) días.

En el acto que decrete la práctica de pruebas se indicará el día en que vence el término probatorio.

ARTÍCULO 80. DECISIÓN DE LOS RECURSOS. Vencido el período probatorio, si a ello hubiere lugar, y sin necesidad de acto que así lo declare, deberá proferirse la decisión motivada que resuelva el recurso.

La decisión resolverá todas las peticiones que hayan sido oportunamente planteadas y las que surjan con motivo del recurso.”

Acorde con lo anterior, el Ministerio de Trabajo debía resolver (bien de manera directa, o por medio del encargo a través de la Fiduagraria)
 los recursos promovidos por parte del señor Fernando Marín Toro, en un término que no podía superar los dos meses, como esa misma entidad lo confesó en su escrito de contestación al traslado de la presente acción. 
Aclarado lo anterior, y llevándolo al caso concreto encuentra esta Sala que: i) el accionante promovió recurso de reposición y en subsidio de apelación en contra de la Resolución Nro. 3356 del 18 de septiembre de 2019 desde el 18 de octubre de 2019 (ver folio 20), ii) que ya se encuentra amplísimamente superado el término de dos meses consagrado en la norma para haber dado solución a dichos recursos, iii) que la Fiduagraria ya cumplió con su deber de elaborar el proyecto de acto administrativo mediante el cual se resolvían los recursos (ver contestaciones de ambas entidades).
En ese sentido, considera la Corporación que no existe una excusa válida para desbordar los términos de solución de dichos asuntos, mucho menos cuando hay una persona en calidad de víctima, que además padece una condición de discapacidad, esperando que por fin se defina una situación que es de vital importancia para él, por estar reclamando precisamente un subsidio estatal para su supervivencia. Por ello es claro que se ha vulnerado su derecho fundamental de petición, razón suficiente para revocar la sentencia de primera instancia y en su lugar tutelar el derecho fundamental de petición del señor Fernando Marín Toro. Acorde con ello, se habrá de ordenar al Ministerio de trabajo que en el improrrogable término de 72 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, dé respuesta de fondo, de manera clara y congruente al peticionario con respecto a los recursos por él promovidos, dado que evidentemente la única manera en que se puede entender como superada la transgresión de dicha garantía iusfundamental es concluyendo el asunto con la expedición del acto administrativo que conceda o niegue las pretensiones formuladas. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, para en su lugar TUTELAR el derecho fundamental de petición del cual es titular el señor FERNANDO MARÍN TORO. 
SEGUNDO: ORDENAR al MINISTERIO DE TRABAJO que en el improrrogable término de 72 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, dé respuesta de fondo, de manera clara y congruente al peticionario con respecto a los recursos por él promovidos, concluyendo el asunto con la expedición del acto administrativo que conceda o niegue las pretensiones formuladas.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.


� Como lo indica el artículo 2.2.9.5.6 del Decreto 600 de 2017.
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